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PRESENTACIÓN
El derecho de acceso a la información es un derecho fundamental y es la condición sin la cual no puede 
existir la democracia participativa. Entendemos la democracia como la capacidad de las personas para incidir 
efectivamente en la toma de decisiones públicas que afectan directamente su calidad de vida. 

El reconocimiento jurídico del derecho de acceso a la información ocurrió por primera vez hace más de 
doscientos años en Suecia, a partir de la publicación de la Ley de Libertad de Prensa de 1776. Sin embargo, 
para 1990, sólo trece países habían adoptado leyes para la protección del derecho de acceso a la información. 
A partir de 1990, la democratización en el mundo se vio acompañada por un desarrollo sin precedentes de 
leyes de acceso a la información. En la actualidad existen más de 80 leyes en la materia a nivel internacional, 
más de una decena de estas leyes fueron generadas en países de América Latina.

En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental fue publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2002; para el año 2007 todas las entidades federativas 
del país habían publicado leyes de transparencia.

Entendemos que el reconocimiento jurídico del derecho de acceso a la información es sólo uno de los grandes 
retos que existen para asegurar la libertad de información. Sin embargo, reconocemos también que aún 
cuando “[…] una buena ley no es suficiente para lograr el derecho a la información, es una  pre condición 
necesaria, la plataforma sobre la cual la realización de este derecho se debe construir.” 1

El reconocimiento de la importancia de las leyes de transparencia y acceso a la información para el pleno 
goce del derecho de acceso a la información es lo que motiva el presente trabajo. Una expresión común 
señala que lo que no se mide no se mejora. De ahí que el Índice de Progresividad del Derecho de Acceso a la 
Información (DAI) en México pretende medir, por un lado, el desarrollo de las treinta y dos legislaciones de las 
entidades federativas y la Ley Federal en materia de transparencia y acceso a la información en relación con 
el mandato constitucional y el desarrollo legislativo nacional con base en criterios mínimos de protección del 
DAI2. Por otro lado, el instrumento tiene el propósito de verificar el nivel de desarrollo de estas legislaciones, 
partiendo del marco de referencia provisto por los instrumentos internacionales de derechos humanos, y los 
principios y estándares internacionales y nacionales en la materia, así como las mejores prácticas. El valor 
agregado del índice es precisamente ofrecer un parámetro de medida que fija en el derecho internacional 
de los derechos humanos el ideal a aspirar. Es en el cumplimiento de los estándares internacionales en la 
materia,  en apego a los principios y a las mejores prácticas que se fija el tipo ideal de protección del derecho 
de acceso a la información.   

1 Toby Mendel, El derecho a la información en América Latina. Comparación Jurídica,Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, EC/2008/CI/PI/13, 2008.
2 La Reforma Constitucional al Artículo Sexto se abocó a identificar los criterios mínimos de observancia en todo el ámbito federal que permitieran la operacionalización del derecho de acceso 
a la información en México. La reforma  buscaba establecer un mínimo a nivel nacional que hiciera congruente, coherente y no contradictorio el ejercicio del derecho fundamental de acceso 
a la información. Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, Número 2207-II, Martes 6 de marzo de 2007, Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función 
Pública con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo Sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en Institituto Federal de Acceso a la Información Pública, 
Reforma al Artículo Sexto Constitucional que establece el acceso a la información pública como un derecho fundamental de los mexicanos, Disponible en www.ifai.org.mx/descargar.php?r=/pdf/ 
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El propósito de este instrumento es proponer una serie de indicadores que permitan medir de forma adecuada 
el nivel de protección del derecho de acceso a la información en México, así como el nivel de progresividad3 
de las legislaciones federal y locales en materia de transparencia y acceso a la información. Con el objetivo 
de construir sólidos referentes para identificar el estado de uno de los derechos más relevantes para la vida 
en democracia y la plena exigencia de los derechos humanos,  este estudio considera las mejores prácticas 
de transparencia y acceso a  la información observadas en las distintas legislaciones nacionales, el Código 
de Buenas Prácticas y otras fuentes. En suma, el Índice es un instrumento de medición que permite hacer 
comparaciones entre las legislaciones de las entidades federativas, y que muestra, entre otras cosas, el 
estado del derecho de acceso a la información (DAI) a nivel nacional, el grado de desarrollo individual de cada 
legislación y su congruencia interna,  sus tendencias y rezagos, y que da cuenta del comportamiento legislativo 
en rubros como la construcción de garantías institucionales, la regulación de procesos o la incorporación de 
criterios garantistas en la tutela del acceso a la información pública.

METODOLOGÍA
Para su construcción, se capturó un listado de los elementos que componen las disposiciones normativas de 
cada una de las leyes de transparencia y acceso a la información sancionadas en el país, 31 correspondientes 
a las entidades federativas (o estatales) y una ley federal. El instrumento incluye una planilla de procesamiento 
de esta información que se agrupa en 3 variables principales compuestas de 9 variables, alimentadas por 32 
indicadores, cuya fuente primaria de medición son 201 parámetros de medición de los indicadores o criterios 
de los indicadores. 

De esta forma, la herramienta nos permite obtener dos mediciones, una que atiende a la revisión del  
cumplimiento de la Constitución y otra que compara y asegura el cumplimiento de las obligaciones establecidas 
en instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos que han sido suscritos y ratificados 
por México. Esta segunda medición también verifica la incorporación en las legislaciones de transparencia 
de buenas prácticas legislativas, estándares internacionales desarrollados por los órganos de supervisión 
de los tratados internacionales, y principios que han desarrollado el contenido del derecho de acceso a la 
información. 

Los indicadores que proponemos están inscritos en un marco teórico provisto, como se mencionó anteriormente, 
por el mandato constitucional, los instrumentos del derecho internacional de derechos humanos, los estándares 
y principios en materia de transparencia y acceso a la información, así como las mejores prácticas. Los 
indicadores son específicos en relación con las metas y objetivos que se construyen a partir de las variables 
y son explícitos, es decir la denominación de los mismos permite conocer sus características intrínsecas. 
Los indicadores están basados en criterios de validez y confiabilidad. La selección de indicadores buscó que 

3 El concepto de progresividad que aquí se utiliza parte del desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos.  Se refiere a extender el ámbito de la protección de los derechos 
humanos en la medida de  lo posible y de acuerdo al principio pro homine. El concepto de progresividad de los derechos humanos fue definido en la Segunda Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos (Viena, 1993), cuyo propósito fue determinar el progreso de los derechos humanos. Este principio supone que los derechos humanos son una construcción social, que avanzan un 
momento determinado y reflejan el contexto político económico y cultural. El Artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) también establece 
el principio de progresividad.  Las instituciones públicas nacionales tienen la responsabilidad de cumplir con los términos del artículo segundo del PIDESC que establece: “Cada uno de los 
Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y 
técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos.”
El principio de progresividad contenido en el Pacto no debe entenderse como si los derechos económicos, sociales y culturales pudiesen  alcanzarse únicamente  a partir de cierto nivel de 
desarrollo  económico de un país.  Sugiere que los Estados avancen lo más pronto posible hacia la realización de los derechos humanos. 
Por su parte, los Principios de Limburgo establecen cómo los Estados deben cumplir con los estándares internacionales que componen el principio de progresividad.  Se acierta al indicar que 
la frase “lograr progresivamente” del PIDESC  no significa que los Estados tengan el derecho de posponer indefinidamente los esfuerzos para asegurar el goce de los derechos contenidos en 
el Pacto. Ese tipo de retrasos sería contrario al derecho internacional de los derechos humanos. Sin embargo, establece la obligación de promover y proteger todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. “Todos los derechos humanos son  universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos 
humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y 
regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de 
promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales.” Cfr. Comentario General No. 3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en La naturaleza 
de las obligaciones de los Estados Parte párr. 9. ONU, doc. E/CN.4/1987/17; Los Principios de Limburgo en la Implementación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. Párr.21

fueran sólidos, confiables, factibles y sensibles a cambios en las legislaciones. Son indicadores objetivos, en 
tanto se basan en evidencias externas. Finalmente la mayoría de ellos son planteados en términos positivos 
que buscan identificar avances en las legislaciones de acceso a la información. Es decir, si los criterios que 
componen los indicadores se encuentran presentes en las legislaciones de transparencia se les asigna un 
valor de 1 y si no son considerados en las legislaciones, se les asigna un valor de 0. Por otra parte, la mayoría 
de los indicadores cuenta con elementos que se consideran progresivos. Los elementos progresivos de los 
indicadores son aquellos que sobrepasan el mandato constitucional o el desarrollo legislativo nacional y 
aquéllos que son acordes con el derecho internacional de los derechos humanos; los principios que han 
desarrollado el contenido del derecho de acceso a la información; y/o  las mejores prácticas nacionales e 
internacionales en la materia.

El presente documento busca desarrollar con amplio detalle los aspectos metodológicos.

PARÁMETROS DE MEDICIÓN

1.- Garantías Constitucionales del Derecho de Acceso a la Información en México
Las reformas al marco normativo del derecho de acceso a la información en México incluyen la adición de 
un segundo párrafo al artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos4 (CPEUM), 
en la que se establecen expresamente principios y bases para la protección del DAI. 
 
El texto del artículo sexto de la CPEUM publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de julio de 2007 
señala que: 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el 
Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes 
principios y bases:

	 I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo 
federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por 
razones de interés público en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este 
derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.

	 II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en 
los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

	 III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá 
acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de 
éstos.

	 IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión 
expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u organismos especializados e 
imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y de decisión.

	 V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos 
actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos disponibles, la información 
completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos.

	 VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública 
la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales.

	 VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública 
será sancionada en los términos que dispongan las leyes.

4 http://info4.juridicas.unam.mx/ijure/fed/9/7.htm?s=
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El mandato constitucional estableció en su artículo segundo transitorio que la Federación, los Estados y 
el Distrito Federal, deberían  expedir o modificar leyes en materia de acceso a la información pública y 
transparencia de forma acorde con la Constitución, a más tardar un año después de la entrada en vigor 
del decreto que reforma el artículo sexto constitucional. Por su parte, el artículo tercero transitorio fijó  la 
obligación de la federación, las entidades federativas y los municipios con población superior a los 70,000 
habitantes de contar con sistemas electrónicos para que cualquier persona pueda hacer uso remoto de los 
mecanismos de acceso a la información y de los procedimientos de revisión a más tardar dos años a partir 
de la entrada en vigor del decreto. 
Esta reforma estableció un estándar constitucional que dicta pisos mínimos para la protección del derecho 
de acceso a la información cuya definición no es gratuita, pues como se señala en la exposición de motivos 
de la reforma constitucional, quizás, la dificultad más importante a la que se enfrentaba el legislador era la 
heterogeneidad con la que se había legislado y con la que se ejercía una diversidad perjudicial para la práctica 
de un derecho que es fundamental.

En el dictamen de reforma constitucional se dijo con toda contundencia:   
¿Puede un derecho fundamental tener tantas versiones como gobiernos, jurisdicciones 
administrativas y soberanías? ¿Puede un derecho diferenciar a los mexicanos de modo tan 
subrayado, dependiendo de la entidad federativa, del lugar de residencia o del nacimiento 
de una persona?5

La nueva pregunta sería:
¿Ha logrado la reforma constitucional cumplir con los objetivos que se planteó? Esta es una 
de las preguntas que pretende resolver el IPAIM.

2.- Estándares Internacionales sobre el Derecho de Acceso a la Información
Si bien el reconocimiento del DAI es reciente en algunas legislaciones nacionales, como en el caso de México, 
no es así en el ámbito internacional en donde tiene una amplia trayectoria y reconocimiento. El derecho 
de acceso a la información está reconocido en el Artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (DUDH). 

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de 
no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, 
y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.”

El DAI también ha sido consagrado en el  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP),6  
tratado ratificado por México en 1981. La redacción del Artículo 19 de este instrumento internacional contiene 
términos considerablemente similares a los que aparecen en la DUDH. 
De la misma manera, el derecho de acceso a la información ha sido consagrado como un derecho fundamental 
en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, a través de  la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos que en su Artículo 13(1) establece: 
“Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 
cualquier procedimiento de su elección.”

5 Texto del dictamen aprobado por el H.  Congreso de la Unión y enviado a los Congresos Estatales para su Estudio y Votación. DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS 
CONSTITUCIONALES Y DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, CON  PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO SEXTO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  http://www.ifai.org.mx/Eventos/articulo6
6 Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas 2200ª(XXI) del 16 de diciembre de 1966, vigente el 23 de marzo de 1976.

El derecho de acceso a la información es reconocido como componente de la libertad de expresión por  
instancias multilaterales e internacionales, tales como las relatorías especiales de las Naciones Unidas y la 
Organización de los Estados Americanos. De igual el desarrollo del contenido y alcance de este derecho ha 
sido promovido desde estas instancias. 
Por ejemplo, los tres mandatos especiales de libertad de expresión- el Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre la Libertad de Opinión y Expresión, el Representante de la Organización para la Seguridad y 
la Cooperación en Europa sobre Libertad de los Medios y el Relator Especial de la Organización de Estados 
Americanos sobre Libertad de Expresión se reunieron por primera vez en noviembre de 1999, bajo los 
auspicios de ARTICLE 19. Con motivo de esta reunión adoptaron una Declaración Conjunta que incluye lo 
siguiente: 

“Implícito en la libertad de expresión está el derecho de toda persona a tener libre acceso a la 
información y a saber qué están haciendo los gobiernos por sus pueblos, sin lo cual la verdad 
languidecería y la participación del gobierno permanecería fragmentada.”

Por su parte, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticas de la Organización de Estados Americanos 
promovió durante 2009, la celebración de reuniones para discutir una ley modelo de acceso a la 
información pública para la región. La principal preocupación de la OEA es que las legislaciones de 
acceso a la información consideren los estándares internacionales en la materia, y los principios 
de acceso a la información pública desarrollados a partir de los órganos y organismos del sistema 
interamericano, adecuándose a éstos los particularismos locales y regionales.
La universalidad del DAI se confirma con el reconocimiento explícito en los tres sistemas regionales de 
protección a los derechos humanos: el  Sistema Europeo, el Africano y el Interamericano. En el caso del último, 
con la aprobación de los Principios de la Libertad de Expresión,  aprobados por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en octubre de 2000. 

Los principios reconocen de manera inequívoca la libertad de información, incluyendo el 
derecho de acceso a la información  y señalan que Los Estados tienen la obligación de 
garantizar el pleno ejercicio de este derecho. Este principio permite sólo las limitaciones 
excepcionales que deberán establecerse previamente por ley en caso de un peligro real e 
inminente que amenace la seguridad nacional de las sociedades democráticas.

México es Estado Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción desde el 2 de junio de 1997, 
fecha en que el instrumento fue depositado, y es miembro del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación 
de la Convención Interamericana contra la Corrupción desde el 4 de junio de 2001. La Convención hace 
un reconocimiento explícito de que la corrupción socava la legitimidad de las instituciones, considera a la 
democracia representativa como la condición indispensable para la estabilidad y el desarrollo de la región 
y  reconoce que la misma requiere de combatir toda forma de corrupción en las funciones públicas. Por su 
parte el Mecanismo de Seguimiento, en la Séptima Reunión del Comité de Expertos7 recomendó al Estado 
Mexicano fortalecer los mecanismos para el acceso a la información pública. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha contribuido al desarrollo del derecho de acceso 
a la información a través del desarrollo de jurisprudencia. En el caso Claude Reyes y Otros8  v. Chile, la 
Corte estableció que el Artículo 13 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos,  al amparar 
el derecho de las personas a acceder a información en poder del Estado, establece una obligación positiva 
para el Estado de suministrar dicha información, en forma tal que la forma pueda conocer o y obtener esa 

7 SG/MESICIC/doc.137/04 rev.4 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mec_inf_mex.pdf
8 Corte IDH, Caso de Claude Reyes y Otros, Sentencia del 19 de septiembre de 2006, Serie C. No. 151. Párr. 77 CIDH
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información, o ser informada mediante una respuesta fundamentada de las razones legítimas que impiden tal 
acceso de conformidad con la Convención. 

3.- Principios y guías interpretativas sobre el Derecho de Acceso a la Información
En torno al derecho de acceso a la información las organizaciones de la sociedad civil han desarrollado un 
cuerpo de principios, guías interpretativas y estándares jurídicos que contribuyen a clarificar el contenido y 
alcance de este derecho. 

Los documentos tales como:  “El Derecho del Público a Saber: Principios de la Legislación sobre la Libertad de 
Información9”; “Los Principios de Lima10”; la “Declaración de SOCIUS Perú11”; los “Principios de Johannesburgo 
sobre Seguridad Nacional, Libertad de Expresión y Acceso a la Información” 12; “10 Principios del Derecho a 
Saber13”; la “Declaración de Chapultepec”14; la “Declaración de Atlanta y Plan de Acción para el Avance en el 
Derecho de Acceso a la Información�” establecen marcos de referencia en relación con la divulgación máxima 
de información; la obligación de publicar; la promoción del gobierno abierto; la gama limitada de excepciones; 
los procedimientos de acceso a la información; y el costo de acceso;  entre otros. 

ELEMENTOS DEL ÍNDICE DE PROGRESIVIDAD DEL DERECHO DE ACCESO
A LA INFORMACIÓN
En los elementos que nutren al Índice de Progresividad descansa su solvencia como herramienta de 
medición. La identificación de estos estándares, marcos de referencia, parámetros de comportamiento, y su 
transformación en instrumentos de medición sólidos y accesibles, así como la laboriosa tarea de sistematizar 
y procesar la información, son los aportes con los que queremos contribuir a la calidad del debate, la acción 
en consecuencia y el mejoramiento permanente de las condiciones de acceso a la información en México. 
Esa es nuestra razón de medir. 

JUSTIFICACIÓN DE LAS VARIABLES
ARTICLE 19 y FUNDAR, Centro de Análisis e Investigación buscamos realizar una aportación constructiva 
a la promoción y protección del derecho de acceso a la información en México. Los componentes del Índice 
enunciados con anterioridad encuentran su lógica en el papel que juegan para la protección efectiva del 
derecho de acceso a la información, a través de las legislaciones en la materia.  Para que una Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información proteja efectivamente el derecho que tutela es necesario que tenga 
su base en un número de elementos, mismos que se describen a continuación. 

DISPOSICIONES NORMATIVAS
En primer lugar, las  leyes de transparencia deben 1) establecer el alcance y contenido irreductible del derecho 
de acceso a la información; 2) establecer claramente los límites al derecho de acceso a la información, mismo 
que por su naturaleza, no debe considerarse como un derecho absoluto; y 3) proveer garantías secundarias 
para el cumplimiento del derecho, es decir sanciones al incumplimiento de la Ley.

9 ARTICLE 19, 1999. Disponible en: http://www.article19.org/pdfs/standards/righttoknow.pdf
10 Adoptado en Lima el 16 de noviembre de 2000. Disponible en: http://www.cidh.oas.org/relatoria/showarticle.asp?artID=158&ID=1
11 The Johannesburgh Principles on National Security, Freedom of Expression and Access to Information, octubre de 1995. Disponible en http://www.article19.org/pdfs/standards/
joburgPrincipios.pdf
12 Principios de Iniciativa Pro Justicia de la Sociedad Abierta sobre el Derecho a Saber, Septiembre de 2005. Disponible en: http://www.justiceinitiative.org/Principios/index
13 Declaración de Chapultepec, Ciudad de México, marzo 11 de 1994. Disponible en: http://www.cidh.oas.org/relatoria/showarticle.asp?artID=60&ID=1
14 Disponible en: http://www.informacionpublica.gub.uy/sitio/Declaraciones/Declaracion-de-Atlanta.pdf

DISEÑO INSTITUCIONAL PARA LA IMPLEMENTACIÓN
DE LAS LEYES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

En segundo lugar, las leyes de acceso a la información deben proveer un marco institucional que promueva 
su efectiva implementación. En México, el engranaje institucional está compuesto por las unidades de enlace 
u oficinas de información, que funcionan como vínculo entre el Estado y la sociedad; los órganos internos 
de revisión, en el nivel federal conocidos como Comités de Información, que tienen la función de garantizar 
la veracidad de la clasificación de información por parte de las autoridades públicas; y los órganos garantes 
de la transparencia y acceso a la información, Institutos o Comisiones de Transparencia, que juegan un 
papel fundamental en la plena realización del derecho de acceso a la información, debido a sus funciones de 
regulación, supervisión, y resolución de controversias, entre otras.

En materia de derechos humanos, los Estados tienen la obligación internacional de organizar todo el aparato 
gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del 
poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los 
derechos humanos.15 La variable Diseño institucional para la implementación de las leyes de acceso 
a la información se ocupa de la evaluación de estas obligaciones correlativas al derecho de acceso a la 
información. Otra de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos es la promoción de los 
mismos. En este sentido, la variable Diseño institucional se compone también de indicadores que evalúan 
que las leyes de acceso a la información prevean que tanto los órganos garantes, como los sujetos obligados, 
tengan la  facultad y obligación de promover el derecho de acceso a la información. 

PROCEDIMIENTOS DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PARA LA DIFUSIÓN 
PROACTIVA DE INFORMACIÓN PÚBLICA
La ley debe especificar procedimientos expeditos y sencillos para que las personas puedan ejercer su derecho 
de acceso a la información, y para que el Estado cumpla su obligación de difundir de forma proactiva información 
pública16. Los procedimientos de acceso a la información, cuando media una solicitud de información, pueden 
tener una o diversas etapas. La primera etapa, la que ocurre en todos los casos, es el procedimiento para 
ingresar solicitudes de información. El proceso que ocurre durante esta primera etapa puede extenderse si 
existen requerimientos de información adicional para que los y/o las solicitantes aclaren a las autoridades 
la información solicitada, o cuando la autoridad emite una notificación de prórroga. La segunda etapa opera 
cuando en la primera fase, el o la solicitante no puede acceder a la información que le interesa conocer, 
sin haber sido informada/o,  mediante una respuesta fundamentada, de las razones de interés legítimo que 
impiden el acceso a la información que solicita, o cuando existan dudas sobre la existencia de este interés 
legítimo. Esta etapa consiste en la interposición de un recurso de revisión. Las causales de recurso de revisión 
incluyen otros motivos tales como: declaraciones de inexistencia de la información, inconformidad con el 
costo o la modalidad de entrega, entre otras17. La tercera etapa, comienza una vez que el órgano garante 
de la transparencia ha emitido su resolución y consiste en la posibilidad del o la particular de combatir una 

15 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Godínez Cruz, sentencia de 20.I.89, párr. 175 y 176
16 Bajo la Convención Americana, el derecho de acceso a la información en poder del Estado genera para las autoridades distintas obligaciones. 
En primer lugar,  el Estado tiene la obligación de responder sustancialmente a las solicitudes de información de las personas en un plazo razon-
able. En segundo lugar, tiene la obligación positiva para el de suministrar dicha informaciónde forma proactiva. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Caso de Claude Reyes y otros. Sentencia del 19 de septiembre de 2006, Serie C No. 151., Parr. 58ª) b)
En segundo lugar, el Estado cuenta con la obligación de proveer al público la máxima cantidad de información de forma proactiva. La Resolución 
del Comité Jurídico Interamericano sobre Principios del Derecho de Acceso a la Información establece que “los órganos públicos deben difundir 
información sobre sus funciones y actividades-incluyendo su política, oportunidades de consultas, actividades que afectan al público, presupuesto, 
subsidios, beneficios y contrato-de forma rutinaria y proactiva, aún en la ausencia de una petición específica, y de manera que asegure que la 
información sea accesible y comprensible.”
17 Por ejemplo, en la Ley Federal de Trasparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, las causales de recurso de revisión se estipulan en el Capítulo IV. 
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resolución negativa del órgano garante ante el poder judicial. El derecho de los y las particulares a acudir ante 
una instancia del poder judicial está consagrado en la CPEUM en el Artículo 1718 que establece el derecho de 
toda persona a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos 
y términos que dicten las leyes. En este trabajo se verifican las disposiciones legales que norman las primeras 
dos etapas del procedimiento de acceso a la información. Es decir, se evalúan las normas que regulan el 
trámite de las solicitudes de información y las normas regulan el recurso de revisión. 

Por otra parte consideramos que las disposiciones normativas por medio de las cuales se establece la obligación 
de publicar ciertos rubros de información en posesión de las autoridades, definen los procedimientos para la 
publicación proactiva de información. 

Respectivamente, las variables asociadas a estas tres funciones son: (DN) Disposiciones Normativas, (DI) 
Diseño Institucional y (P) Procedimientos para el acceso a la información, interponer recursos de difusión y 
para la difusión de información pública (publicación de obligaciones de transparencia). Estas variables son 
denominadas como variables principales.

ESTRUCTURA DE LA FÓRMULA
El objetivo primario de las leyes de transparencia es la protección efectiva del derecho de acceso a la 
información. En este sentido, el IPAIM sirve para estimar la protección de este derecho que están proveyendo 
las legislaciones en la materia, es decir, es una medición de esta protección. El Índice se compone de 3 variables 
principales que consideramos esenciales y complementarias para asegurar una efectiva protección del DAI. 
Las tres variables principales son: 1) disposiciones normativas; 2) diseño institucional; 3) procedimientos para 
el acceso a la información, interponer recursos de revisión y para la difusión de información pública. Dada 
la importancia y la naturaleza complementaria de las tres variables principales, asignamos el mismo valor a 
cada una de ellas. También ponderamos de forma equitativa a las variables internas que componen las tres 
variables principales. Las variables internas que nutren a las variables principales son las siguientes: 

VARIABLES PRINCIPALES VARIABLES INTERNAS

Disposiciones normativas -Positivización del derecho de acceso a la información

-Información restringida

-Sanciones al incumplimiento de la Ley

Diseño Institucional - Instituciones internas de acceso a la información

-Promoción del derecho de acceso a la información

-Órganos garantes de la transparencia y acceso a la información

Procedimientos para el acceso a la información, interponer 
recursos de difusión y para la difusión proactiva de información 
pública (obligaciones de transparencia)

-Procedimientos de acceso a la información

-Procedimientos para el recurso de revisión

-Procedimientos para la difusión proactiva de información 
pública

18 http://info4.juridicas.unam.mx/ijure/fed/9/18.htm?s=

Al mismo tiempo, las variables internas que se definen en la tabla anterior están compuestas por indicadores, 
basados en criterios que describen los parámetros de estos indicadores. Los parámetros de los indicadores 
están enunciados de tal manera que permiten su evaluación a través de una lista de verificación que se 
califica a partir de 0 ó 119.

Las variables deben ser leídas en conjunto con sus indicadores y parámetros o criterios, como se establece 
en la fórmula de ponderación. 

La estructura del Índice que presentamos muestra la interpretación, de los que consideramos,  componentes 
fundamentales para una efectiva protección del derecho de acceso a la información y de la manera en que 
se interrelacionan entre ellos. Cada uno de los indicadores, variables internas y variables principales tienen la 
misma ponderación pues consideramos que para garantizar un efectivo acceso a la información es necesario 
que las leyes de acceso establezcan claramente el alcance del derecho de acceso a la información, a través 
de disposiciones normativas; creen instituciones al interior de los organismos públicos, y órganos garantes 
de la transparencia con independencia y autonomía de operación, gestión y decisión; y procedimientos 
de acceso a la información que sean expeditos. Para cada una de las leyes que están siendo evaluadas, 
obtendremos resultados, no sólo del índice general, sino de un número de subíndices tales como: Subíndice 
de 1) disposiciones normativas; 2) diseño institucional para la implementación de la ley; y 3) procedimientos 
de acceso a la información, recursos de revisión y publicación de información pública. Los resultados pueden 
ser desagregados hasta el nivel de los indicadores que componen las variables internas.  De esta forma, al 
aplicar el instrumento será posible conocer dónde se encuentran específicamente las fortalezas y debilidades 
de cada una de las 33 legislaciones de acceso a la información evaluadas en este estudio.

Buscamos relacionar las bases teóricas con los resultados cuantitativos con el fin de promover un mejor 
entendimiento sobre el alcance de las legislaciones en materia de acceso a la información en la plena 
realización de este derecho. Es fundamental para nosotros, que no se pierda de vista que las legislaciones no 
son el único factor que garantiza el goce del derecho de acceso a la información.

19 Para mayores referencias, ver tabla siguiente.
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INDICE
VARIABLES 

PRINCIPALES
VARIABLES 
INTERNAS

INDICADORES

Í
N
D
I
C
E

 
3

(P)(DI)(DN) ++

Disposiciones Normativas
 

3
(c)(b)(a) ++

a) Positivización del 
derecho de acceso a la 
información (Forma 

en que se reconoce el 
derecho en la legislación) 5

(5)(4)(3)(2)(1) ++++  

1.       Conceptualización e interpretación del derecho de acceso a la información

2.       Objetivos de las legislaciones de acceso a la información

3. Sujetos obligados (autoridades 
públicas a las que aplican las 
Leyes de Transparencia

 

i) Tres poderes (Ejecutivo, Legislativo, Judicial)

ii) Otros entes públicos

iii) Organismos privados que reciben recursos públicos o desempeñan funciones públicas. 

4.       Obligaciones de los Sujetos Obligados

5. Sujetos del derecho ¿Quién puede solicitar información?

b) Información restringida

3
(8)(7)(6) ++

 

6. Criterios legales para restringir información
7. Lista de excepciones

8. Prueba tripartita

c) Sanciones al 
incumplimiento de la ley  

9.   Sanciones establecidas

10. Responsabilidades específicas y entrega de información de Buena Fe. 

Diseño Institucional
 

3
(f)(e)(d) ++

d) Instituciones internas de 
acceso a la información  

11.    Integración de las Oficinas de Información

12.  Atribuciones de las Oficinas de Información

13.   Integración de los órganos internos de revisión (Comités de Información)

14.   Facultades de los órganos internos de revisión

e) Promoción del 
Derecho de Acceso a la 

Información

 
15. Acciones  de sensibilización 
16. Capacitación
17.Manejo de archivos
18. Rendición de cuentas de los sujetos obligados a los órganos garantes y de los órganos garantes al poder legislativo

f) Órganos garantes de la 
transparencia y el acceso a 

la información
 

19.   Naturaleza  Jurídica

20.    Facultades de los órganos garantes

21. Órganos de conducción de los 
órganos garantes  

vii)   Integración del órgano colegiado
viii)   Mecanismos para la Resolución de Conflictos de Interés

ix)   Mecanismos para la Remoción de los Comisionados/as

Procedimientos  para el acceso a la 
información, recursos de revisión 
y la difusión de obligaciones de 

transparencia
 3

i(h)(g) ++
 

g) Procedimientos de 
acceso a la información 

h) Procedimientos de 
revisión

 

22.   Modalidades para presentar solicitudes de acceso a la información

23.    Requisitos para solicitar información
24.   Regulación de las respuestas de las autoridades públicas a las solicitudes de acceso a la información

25. Cuotas por la reproducción de la información solicitada

 
26. Requisitos para interponer procedimientos de revisión

27. Plazos para  interponer recursos de revisión

28.  Garantías jurídicas del recurso de revisión

i) Difusión proactiva de 
información pública

(Obligaciones de 
transparencia) 3

(32)(31)(30) ++
 

29.  Lista de 
información 
que debe ser 
publicada sin 
que medie 
solicitud de 
información

x) Organización Interna del ente público y apartado regulatorio) 

xi) Información sobre la toma de decisiones y relación con la sociedad

xii) Información financiera

xiii) Información relevante

30.   Modalidades de difusión

31Reglas para la publicación de obligaciones de transparencia

10. 
Responsabilidades  

específicas
 

iv) Protección a los funcionarios públicos por entregar información con  motivos de 
interés público

v) Sanciones específicas a los funcionarios públicos que intimiden a los solicitantes

vi) Sanciones al incumplimiento de las obligaciones de difundir proactivamente 
información pública

 
 

3
(iii)(ii)(i) ++

3
(ix)(viii)(vii) ++

4
(xiii)(xii)(xi)(x) +++

2
(10)(9) +

4
(18)(17)(16)(15) +++

4
(22)(21)(20)(19) +++

4
(26)(25)(24)(23) +++

3
29(28)(27) ++

3
(vi)(v)(iv) ++

4
(14)(13)(12)(11) +++
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VARIABLE 1. 
Positivización del derecho de acceso a la información como derecho fundamental.

Se hace referencia al proceso de “positivización de los derechos” cuando una serie de principios o reglas se 
establecen en el ordenamiento jurídico a través del proceso previsto para la creación de normas jurídicas, con 
lo que, al ser sancionadas como normas pertenecientes al sistema legal de conformidad con el proceso de 
creación de derecho adquieren plena vigencia y validez jurídica, pasando de ser normas, reglas o principios 
que orientan un comportamiento a tener un carácter obligatorio. A través de esta variable se pretende evaluar 
el contenido y alcance del derecho fundamental de acceso a la información. 

Dada la naturaleza del derecho de acceso a la información, consideramos que los siguientes son los elementos 
que determinan el alcance de las leyes de acceso a la información: ¿quién tiene el derecho para solicitar y 
recibir información?; ¿qué tipo de información está siendo cubierta por la ley?; y ¿qué tipo de instituciones 
públicas están obligadas a difundir información?

INDICADOR 1. Conceptualización e interpretación del derecho de acceso a la información. 
Se entiende por conceptualización la representación jurídica del derecho de acceso a la información en las 
legislaciones de la materia. Esta representación debe partir del reconocimiento de este derecho como un 
derecho fundamental y buscar asegurar su completo ejercicio por parte de la sociedad en general. Este aspecto 
se complementa con  el reconocimiento explícito del principio de máxima publicidad para la interpretación de 
la ley y una definición inclusiva de información pública. De esta forma, el indicador evalúa que las siguientes 
disposiciones normativas estén presentes en las legislaciones en materia de acceso a la información: 1) 
reconocimiento expreso del derecho de acceso a la información; 2) interpretación de la Ley conforme a la 
Constitución; 3) toda la información en posesión de cualquier autoridad es pública; 4)  principio de máxima 
publicidad para la interpretación de la Ley y la resolución de controversias; 5) definición de información pública 
que incluya diversas fuentes y medios de almacenamiento en que pueda estar disponible la información. 
 
Resulta inminente que para la debida protección de los derechos se requieren mecanismos de reivindicación 
que aseguren su cabal cumplimiento. Aún cuando la constitucionalización  resulta ser un medio eficaz para el 
reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales; es necesario que existan las garantías o técnicas 
de protección de los derechos que cumplen con una función de tutela. En este sentido, el reconocimiento 
expreso del  derecho de acceso a la información como un derecho fundamental en la ley, aún cuando haya 
sido incluido en el apartado de garantías individuales de la Constitución es una garantía del derecho que 
permite su adecuada exigibilidad y justiciabilidad.

Elementos progresivos del Indicador: Como se mencionó anteriormente, los elementos progresivos de los 
indicadores son aquellos que trascienden el umbral garantista encontrado en la Constitución o en el desarrollo 
legislativo nacional y aquéllos que son acordes con los instrumentos del derecho internacional de los derechos 
humanos; los principios que han desarrollado el contenido del derecho de acceso a la información; y/o  las 
mejores prácticas nacionales e internacionales en la materia. 

Específicamente este indicador valora de forma progresiva, la interpretación de las leyes de acceso a la 
información conforme a los instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos, así como a la 
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interpretación de los mecanismos de derechos humanos de los sistemas universal y regional ya que estos 
amplían la protección del derecho de acceso a la información.

En este punto se considera también que las leyes de transparencia incluyan una disposición normativa que 
establezca la publicidad de toda la información que las autoridades públicas están obligadas a generar en 
función de sus facultades. Lo anterior debido a que ejercicio del derecho de acceso a la información, desde 
la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
ha demostrado que uno de los principales motivos que aducen las autoridades para negar información es 
que la misma no ha sido generada. Nuestra consideración es que si las autoridades están obligadas por 
su naturaleza o marco normativo a contar dicha información, cuando medie una solicitud de información la 
misma debe ser producida y entregada a los particulares. 

INDICADOR 2. Objetivos de las legislaciones de acceso a la información
La definición de los objetivos de las leyes de acceso a la información es fundamental porque éstos constituyen 
la primera referencia para la interpretación de las leyes en la materia. A través de este indicador se mide que 
las legislaciones de acceso a la información estén diseñadas para garantizar una protección efectiva, integral 
y amplia  del derecho de acceso a la información. En este sentido, el indicador se compone de los siguientes 
elementos.  Las leyes de transparencia deben tener el objetivo de: 1) garantizar el efectivo acceso de toda 
persona a la información pública; 2) transparentar el ejercicio de la función pública; 3) garantizar la rendición 
de cuentas; 4) mejorar la organización, clasificación, archivo y actualización de la información pública; 5) 
mejorar los niveles de participación ciudadana; 6) contribuir a la consolidación democrática; 7) y a la plena 
vigencia del Estado de derecho.

El elemento central a examen es si la legislación busca la protección del derecho de acceso a la información 
tanto como un derecho fundamental, como un derecho que ejerciéndolo adecuadamente es facultativo para 
la exigencia de otros derechos humanos. 

Elementos progresivos del Indicador: Este instrumento concede un valor progresivo al hecho de que las  
legislaciones incluyan como objetivo general la difusión proactiva de información de interés público, aún 
cuando ésta no forme parte de las obligaciones de transparencia.20  Por ejemplo, difundir información oportuna 
sobre las estadísticas de los problemas de salud pública y las acciones implementadas para contener estos 
problemas se considera información de interés público en posesión de autoridades en materia de población 
y salud, en tanto conocer este tipo de información es una condición que permite a las personas solicitar 
atención médica que permita prevenir estos problemas.

INDICADOR 3.  Sujetos Obligados (Autoridades públicas a las que aplican las Leyes de Transparencia)
El indicador se compone del listado de las autoridades, entidades, órganos u organismos a los que la legislación 
en la materia impone obligaciones positivas y negativas. El principio de fiscalización, entendido como el poder 
vigilar la actuación de los representantes, es una de las fuentes político-jurídicas de mayor relevancia del 
acceso a la información. Por tal razón, se debe entregar a la sociedad tanta información como sea posible 
sobre la actividad de los órganos de Estado. Por lo anterior se incluyen los tres poderes de la Unión, ejecutivo, 
legislativo y judicial, así como las siguientes instituciones públicas 1) el órgano de fiscalización superior federal 
o del estado; 2) el tribunal electoral; 3) los tribunales administrativos; 4) los organismos públicos autónomos; 
5) el instituto electoral; 6) las comisiones de derechos humanos; 7) las universidades e instituciones de 
educación superior públicas; 8) las juntas de conciliación y arbitraje; 9) y los ayuntamientos.

20 Ramírez, Darío, El derecho de acceso a la información y la obligación de informar del Estado: la difusión de información de interés público en el ejercicio de los derechos humanos,  
http://www.clad.org/bibliografia-en-el-siare/el-derecho-de-acceso-a-la-informacion-y-la-obligacion-de-informar-del-estado-la-difusion-de-informacion-de-interes-publico-en-el-ejerci-
cio-de-los-derechos-humanos-1/view, 2009.

Elementos progresivos del Indicador: Se interpreta como progresiva la disposición normativa de la ley de 
transparencia que incluya como sujetos obligados a los sindicatos y los particulares que realicen servicios 
públicos, tengan a su cargo concesiones de servicios estatales, o reciban recursos públicos para el desempeño 
de sus funciones.  El principio de fiscalización hace extensivo el derecho a conocer  la información referida 
a entidades de interés público. Se valora como progresiva la inclusión de los partidos políticos como sujetos 
obligados directos (es decir sujetos a la autoridad de los órganos garantes que tienen el deber de cumplir con 
todas las obligaciones de la materia de forma directa, no a través de los institutos electorales). Antes de la 
reforma constitucional, once legislaciones locales ya los consideraban así y especialmente debido a que los 
partidos políticos ejercen recursos y funciones públicos. 

También se considera progresivo que los sindicatos sean incluidos de forma directa, debido al volumen 
de información de interés público que está en posesión de particulares y  de organizaciones privadas. Por 
ejemplo, información sobre los contratos colectivos de trabajo; los puestos, salarios y prestaciones de los 
miembros y líderes de los sindicatos; los pliegos petitorios para las revisiones contractuales; los acuerdos de 
las convenciones ordinarias y extraordinarias, entre otros.21 
La actuación de los sindicatos se sitúa en el ámbito público no estatal. En este sentido, en este instrumento 
y de forma acorde con la jurisprudencia de los tribunales federales, cuando un particular ejerza recursos 
públicos o ejecute actos de autoridad, la información que genere deberá ser considerada como pública y los 
sindicatos como sujetos obligados directos de la ley en la materia. 

INDICADOR 4. Obligaciones de los sujetos obligados
Este indicador mide otra dimensión del alcance y contenido del derecho de acceso a la información, las 
obligaciones positivas impuestas a los sujetos obligados de la ley. El indicador se compone de las obligaciones 
de los sujetos obligados de: 1) mantener disponible en Internet y/o otros medios las obligaciones de 
transparencia; 2)  establecer procedimientos para la clasificación de información; 3) asegurar la protección 
de los datos personales en su posesión; 6) asegurar el acceso a los datos personales y los derechos de 
rectificación, cancelación u oposición. 4) cumplir cabalmente con las resoluciones del órgano garante y 
apoyarlo en el desempeño de sus funciones; y 5) contar con la facilidad para hacer solicitudes electrónicas; 
Elementos progresivos del Indicador: En este instrumento se considera progresiva la obligación de los 
sujetos obligados de documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o 
funciones, incluso los procesos deliberativos, o generar algún tipo de registro que pueda ser entregado como 
información a la persona solicitante Esta medida es relevante en la disminución de espacios propicios para la  
corrupción y las negativas para la entrega de información, alegando inexistencia de la misma.
 
Por otro lado, también se considera la obligación de difundir de forma proactiva información de interés público 
con la que la población debe contar para tener la posibilidad real de exigir sus derechos humanos, a través de 
la exigencia del cumplimiento de las obligaciones de las Instituciones del Estado. Por ejemplo, una persona 
necesita contar con información sobre la obligación del Estado de brindar servicios públicos y la forma de 
acceder a ellos para poder exigir el cumplimiento de esta obligación y tener acceso a servicios relacionados 
con el derecho a la salud tales como la instalación de drenaje y agua potable para garantizar condiciones 
mínimas de higiene. 

INDICADOR 5. Sujetos del derecho
El derecho de acceso a la información es un derecho fundamental cuyo pleno goce y ejercicio debe ser 
garantizado a todas las personas, sin categorías restrictivas como la ciudadanía o la residencia que 
circunscriban el derecho a determinados grupos sociales. Este indicador se ocupa de evaluar esta dimensión 
del derecho. Es decir, que tenga fundamento en el interés simple. El lugar de residencia no limita el derecho 
de acceso a la información.. Las leyes de acceso a la información deben reconocer el derecho de toda 

21 www.ifai.org.mx/descargar.php?r=/pdf/temas_transparencia/eventos/divulgacion/seminario.../&a=LibertadSindicalyTransparencia
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persona a solicitar información. A través de este indicador se verifica que las legislaciones de acceso a la 
información reconozcan el derecho de acceso a la información de toda persona.

Esta variable se compone de 3 indicadores: 1) Criterios legales que regulan la clasificación de información; 2) 
Lista exhaustiva de excepciones; y 3) Prueba tripartita para la clasificación de información. 
El diseño de esta variable tiene como base los siguientes argumentos: 

INDICADOR 6. Criterios legales que regulan la clasificación de información
Uno de los principales elementos que debe contener una ley de transparencia es precisamente el 
establecimiento de límites claros al derecho de acceso a la información, mismo que por su naturaleza no 
es un derecho absoluto22. La legislación en la materia  debe definir claramente los supuestos en los cuales 
una autoridad pública puede negarse a entregar información aduciendo que está reservada. A  partir de este 
indicador se evalúan las disposiciones normativas de las leyes de acceso a la información que plantea el 
límite del derecho de acceso a la información. 

El instrumento se ocupa de evaluar que las leyes de acceso a la información prevean el establecimiento 
de los términos específicos para la reserva de información. El indicador también se ocupa de verificar una 
adecuada protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados de la ley. La información 
sobre datos personales debe ser protegida por las leyes de acceso a la información. El derecho de acceso a 
la información y  la protección de datos personales se encuentran en una constante tensión pero también son 
complementarios. 

Asimismo, se entienden por criterios legales que regulan la clasificación de información los siguientes: 1) que 
la ley prevea versiones públicas de los documentos que contengan información clasificada; 2) que establezca 
la obligación de fundar y motivar la reserva; 3) que las autoridades tengan la obligación de notificar a los/las 
particulares el interés legítimo de reservar la información; 4) que se prevea la desclasificación de la información 
cuando se extingan las causas que les dieron origen; 5) que la ley establezca un periodo de reserva máximo 
de 7 años23; 6) que el periodo de reserva únicamente pueda ser renovado siempre y cuando subsistan las 
causas que le dieron origen; 7) que la ley establezca quiénes son los/las servidores/as públicos responsables 
de clasificar la información; 8) que establezca la imposibilidad de reservar información cuando se trate de la 
investigación de delitos de lesa humanidad; 9) que la ley determine la imposibilidad de reservar la información 
cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos; 10) que la reserva sea excepcional y acotada 
temporalmente y sea justificada sólo por causas de interés público; 11) que la legislación establezca como 
información confidencial aquella protegida por la ley de derechos de autor o propiedad intelectual.

Elementos progresivos del indicador: Se consideran dos elementos como progresivos en este indicador: 
1) que la lay determine la imposibilidad de invocar el secreto bancario cuando el titular de las cuentas sea un 
sujeto obligado de las leyes de transparencia y 2) que establezca la prohibición de invocar el secreto fiduciario 
cuando se trate de fideicomisos públicos. Los secretarios bancario y fiduciario no pueden alegarse en el caso 
de recursos públicos porque en ese caso abrirían espacios de corrupción. 

Por otra parte, un elemento que se evalúa d forma negativa si se encuentra presente en las leyes de 
transparencia es  que se establezca como información confidencial, la información entregada por particulares, 
pues no toda la información así recabada por los entes públicos tiene necesariamente ese carácter. Lo 

22 En este sentido, este derecho puede estar sujeto a limitaciones que sustraigan cierto tipo de información del acceso público. “Sin embargo, tales limitaciones deben dar cumplimiento 
estricto a los requisitos derivados del artículo 13-2 de la Convención [Interamericana de Derechos Humanos]-esto es, las condiciones de carácter excepcional, consagración legal, obje-
tivos legítimos, necesidad y proporcionalidad.” Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Organización de Estados Americanos. 
Marco Jurídico Interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. 
23 Actualmente, casi un tercio de las legislaciones locales ya consideran como plazo máximo de reserva 7 años.

relevante es la naturaleza de la información y la prueba de interés público que sustenta la clasificación de la 
misma. 

INDICADOR 7. Lista limitada de excepciones para la clasificación de información
Tanto los principios internacionales en la materia, como la Constitución establecen que es necesario que las 
legislaciones en materia de transparencia y acceso a la información establezcan criterios específicos para 
clasificar la información.24 

Una gama limitada de excepciones tiene el efecto de incorporar una lista de intereses legítimos protegidos y 
permite que la información únicamente se clasifique cuando su difusión pueda dañar estos intereses y cuando 
este daño sea mayor que el interés público de su difusión. Todas las excepciones deben estar basadas en una 
prueba de daño y en un interés legítimo protegido. Un régimen excesivo de excepciones permite altos grados 
de discrecionalidad para clasificar información y generalmente implica débiles provisiones para la difusión 
proactiva de información. Una gama limitada de excepciones permite además una adecuada implementación 
de la ley e impide una interpretación diferenciada de la ley que dé lugar a la aplicación de criterios arbitrarios. 
De acuerdo con principios reconocidos internacionalmente, la lista de excepciones debe acotarse a los 
siguientes temas: 

-	 La información que está disponible públicamente no puede reservarse ante una solicitud de 
información. 

-	 Privilegio legal: Un ente público puede negarse a entregar información cuando ésta sea privilegiada 
de acuerdo a procedimientos legales.

-	 Información Comercial: Una autoridad puede negarse a entregar información si ésta contiene un 
secreto comercial; o si causaría serios perjuicios a los intereses financieros o comerciales de un tercer 
partido; o a las relaciones entre Estados. 

-	 Un ente público puede negarse a entregar información si la difusión de la misma pone en riesgo la 
salud, la vida o la seguridad de cualquier individuo. 

-	 Aplicación de la ley: Una autoridad pública puede negarse a entregar información si la difusión de la 
misma pudiera causar serio prejuicio a: 

a) la prevención o detección de un crimen; 
b) la aprehensión o persecución de quienes se presume que han cometido el delito; 
c) la administración de justicia; 
d) la fijación o recolección de cualquier impuesto o tarifa; 
e) las acciones regulatorias de las autoridades públicas
- Defensa y Seguridad: Un ente público puede negarse a entregar información cuando la difusión de la 
misma causaría serio prejuicio a la seguridad  o defensa nacional. 
-Intereses públicos económicos: Las autoridades públicas pueden negarse a entregar información si la 
difusión de la misma pudiera causar perjuicio: 
a) La habilidad del gobierno para manejar la economía. 
b) Intereses comerciales y financieros de la autoridad. 
- Un ente público puede negarse a entregar información cuando la difusión de la misma podría: 
c) Causar serio prejuicio a la efectiva formulación o desarrollo de una política gubernamental;
d) Podría frustrar el éxito de una política al ser difundida de forma anticipada; 
e) Minar la efectividad de un proceso de auditoría o evaluación de un ente público. 

24 El principio 4, Gama Limitada de Excepciones, de los Nueve Principios que Brindan Sustento a la Legislación sobre Libertad de Información, documento creado por ARTICLE 19 en 
junio de 1999, establece que las solicitudes de información deben responderse, a menos que el organismo público demuestre que la información cae dentro de una estrecha categoría 
tripartita: 
“la información debe relacionarse con algún propósito legítimo mencionado en la ley; 
“la divulgación debe representar una amenaza sustancial a tal propósito legítimo; y
“el daño de la divulgación debe ser más grande que el interés público de su divulgación”
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Con base en estos principios, el indicador Lista Limitada de Excepciones se compone de los siguientes 
elementos: 1) menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las relaciones internacionales, 
incluida aquella información que otros Estados u organismos internacionales entreguen con carácter de 
confidencial; 2) dañar la estabilidad financiera, económica, o monetaria 3) cuando su divulgación ponga en 
riesgo la seguridad pública nacional o la defensa nacional; 4)  cuando su divulgación ponga en riesgo la vida, 
la seguridad o la salud de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones reservadas; 5) cuando su 
divulgación impida las actividades de verificación sobre el cumplimiento de las leyes, prevención o persecución 
de los delitos, la impartición de justicia y la recaudación de las contribuciones; 6) la información relativa a 
la vida privada y los datos personales; 7) la información protegida por la legislación (derechos de autor o 
propiedad intelectual); sólo cuando se trate de un secreto comercial. El mero establecimiento de derechos 
de autor no debe ser utilizado para justificar la reserva de información. Los derechos de autor únicamente 
deben aplicar a la reproducción con fines comerciales. Los derechos de autor no deben aplicar a los órganos 
gubernamentales.

INDICADOR 8.  PRUEBA TRIPARTITA
Reserva excepcional
La aplicación de leyes que reservan determinados tipos de información por encima de las Leyes de 
Transparencia y Acceso a la Información es inconsistente con los objetivos de éstas últimas. En el interés 
de promover eficientemente el principio de máxima publicidad, toda la información debe ser considerada 
dentro del alcance de las leyes de transparencia. En este sentido, la información que es considerada como 
reservada por otras leyes debe ser sujeta a una evaluación caso por caso para determinar si se sitúa dentro 
de la gama limitada de excepciones que deberán establecer las leyes de acceso a la información. De igual 
forma, es necesario que las leyes de acceso a la información reserven excepcionalmente y de forma temporal 
la información por causas de interés público. 
Prueba de daño
El Índice de Progresividad incorpora una prueba de daño que consiste en lo siguiente: 

-	 Aún cuando la información se sitúe en el supuesto de excepción, es sólo cuando la difusión de 
información pueda implicar un daño substancial probable a un interés legítimo que debe reservarse 
la información. No es suficiente que la información se encuentre dentro de la lista de excepciones. 

Prueba de interés público
-	 El órgano público debe considerar si, aún cuando la difusión de la información pueda causar serios 

daños al interés legítimo protegido, existe sin embargo, un interés público mayor en conocer la 
información. En este tipo de casos, la información debe ser difundida aún cuando exista un daño 
en el corto plazo. Las autoridades públicas están obligadas a difundir información si existe un riesgo 
probable para la vida, la propiedad, el medio ambiente o la salud entre otros. 

Una gama limitada de excepciones, la prueba de daño e interés público conforman la prueba tripartita de 
clasificación de información. Esta prueba está diseñada para garantizar que la información únicamente sea 
reservada cuando está en el interés público mantener en secreto dicha información. 
Elementos progresivos del indicador: Este es uno de los indicadores que se considera como progresivo 
en su totalidad. Consideramos que la prueba tripartita es una garantía del respeto al principio de máxima 
publicidad. 
la Ley
INDICADOR 9. Sanciones establecidas. Este indicador mide el grado en que las legislaciones en materia de 
transparencia y acceso a la información regulan las sanciones atendiendo a las distintas infracciones de la ley, 
lo anterior con el fin de garantizar que la certeza en los procedimientos de acceso y entrega de la información 
incluya responsables claros y sanciones proporcionales a la importancia de la información que se negó. En 
este sentido, es necesario que las leyes de acceso a la información establezcan los actos que constituyen 
infracciones específicas de la ley. En el modelo, la aplicación supletoria de otras leyes para la definición de 

sanciones se califica de forma inversa, es decir, si se encuentra presente se le asigna un valor de 0 y si la ley 
prevé todas las sanciones por incumplimiento a la ley de transparencia se le asigna un valor de 1.  

Elementos progresivos del indicador: 
Se considera que la facultad de los órganos garantes de denunciar ante las autoridades competentes cualquier 
infracción a la ley amplía la protección del derecho de acceso a la información cuando los órganos garantes 
no tienen la facultad de sancionar directamente a los y las servidores/as públicos que violan las disposiciones 
normativas de las leyes de transparencia. 

INDICADOR 10. Responsabilidades específicas y entrega de información por causas de interés público
En materia de transparencia y acceso a la información se hace referencia a las llamadas “responsabilidades 
específicas” como el conjunto de consecuencias que dada su naturaleza ameritan una sanción con 
características especiales ya que su consecuencia no repercutiría únicamente en la eliminación de obstáculos 
o la consecución de elementos para tener un adecuado acceso a la información, sino que, además -elemento 
especial de la sanción- se establecería una consecuencia legal de índole personal al agente estatal que con 
su actuar ha transgredido el acceso a la información.

Elementos progresivos del Indicador: 
Este es otro de los indicadores que se considera en su totalidad progresivo, pues evalúa disposiciones 
normativas que eviten la inhibición del ejercicio del derecho de acceso a la información. Se considera como 
progresivo el establecimiento de responsabilidades específicas al o la servidor/a público/a que incumpla 
con las obligaciones de publicar debidamente las obligaciones de transparencia. De igual forma resulta de 
primordial importancia que la ley sancione al servidor público que intimide o trate de disuadir al solicitante del 
ejercicio del derecho de acceso a la información, por tal razón este criterio también se evalúa como parte del 
Índice Progresividad. 

El Principio 9 de los principios de ARTICLE 19 establece que es deseable que la legislación sobre libertad 
de información incluya disposiciones para proteger a los/las servidores/as públicos/as de sanciones legales, 
administrativas o laborales por haber denunciado información sobre transgresiones, ya que esta conducta 
fortalece la cultura del secreto. Por tal motivo, el instrumento también verifica que la legislación en la materia 
incluya la protección a las personas del servicio público de toda sanción por haber divulgado información 
que no esté restringida en términos de la ley ya sea en respuesta a una solicitud de información o de manera 
proactiva. El indicador evalúa positivamente que todos los funcionarios públicos disfruten de protección por 
causas de interés público que se  realizan con el fin de dar cumplimiento a la ley de acceso a la información. 

DISEÑO INSTITUCIONAL
Esta variable está diseñada para evaluar  el diseño institucional en materia de acceso a la información al 
interior de los entes públicos.  

INDICADOR 11.  Integración de la Oficina de Información o unidad administrativa equivalente
La mayoría de las leyes de acceso a la información ya cuenta con una figura jurídica equivalente a las 
oficinas de información, en el nivel federal denominadas unidades de enlace. Éstas resultan especialmente 
importantes pues funcionan como un vínculo directo entre la sociedad y los órganos del Estado. Los y las 
servidores público/as asignados a estas oficinas tienen el mandato legal de facilitar a los y las solicitantes 
el acceso a la información requerida. En este sentido el indicador  considera que las legislaciones prevean 
la obligación de que cada sujeto obligado cuente con una oficina de información pública y que ésta tenga 
a su cargo un responsable designado por el o la titular del sujeto obligado, este es considerado como el 
elemento progresivo del indicador. La experiencia demuestra que el o la titular de la Unidad de Enlace que 
ha sido nombrado/a por el o la titular del ente pública gozará de mayor autoridad para exigir y promover el 
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cumplimiento de las leyes de acceso a la información. Lo que se busca es el establecimiento de un sistema 
al interior de los sujetos obligados que facilite el cumplimiento de las disposiciones jurídicas establecidas en 
las leyes de transparencia. 

INDICADOR 12. Atribuciones de las Oficinas de Información
Las oficinas de información deben contar con las facultades necesarias para garantizar el ejercicio y el pleno 
goce del derecho de acceso a la información. Este indicador mide que las oficinas de información cuenten al 
menos con las siguientes atribuciones: 1) recibir y tramitar las solicitudes de información tramitadas ante el 
sujeto obligado; 2) recabar, publicar y actualizar la información pública de oficio; 3) proponer procedimientos 
internos que contribuyan a la mayor eficiencia en la atención de las solicitudes de información; 4)  llevar 
el registro de las solicitudes de acceso a la información y actualizarlo; 5) asesorar y orientar a quienes lo 
requieran, en el ejercicio del DAI; y 6) orientar al particular sobre su derecho de interponer un recurso de 
revisión. 

Consideramos como un valor negativo que las oficinas de información tengan la facultar de clasificar y negar 
la información sin que existan procesos de control que garanticen el apego al principio de máxima publicidad. 
En este caso si las oficinas de información cuentan con la facultad de clasificar la información, se asignó un 
valor de 0, si no cuentan con esta facultad les fue asignado un valor de 1. 

INDICADOR 13. Integración del Órgano  Interno de Revisión (Comités de Información)En 1998, el Relator 
Especial para la Libertad de Expresión de la OEA declaró que toda negativa de acceso a la información 
deberá ser acompañada con un escrito estableciendo las razones sustanciales de tal negativa. En la práctica, 
una forma eficiente de fundar y motivar las negativas o inexistencias de información pública y de dar veracidad 
a estas respuestas a nivel federal y en el Distrito Federal ha sido a través de las actas y resoluciones de los 
órganos de revisión internos. Por esta razón, a través de este instrumento de medición se evalúa de forma 
positiva que los sujetos obligados cuenten con un órgano interno que tenga facultades de revisión de la 
clasificación de información que hacen las unidades administrativas que poseen la información solicitada por 
las personas a través de solicitudes de información. En México el modelo que ha demostrado ser efectivo para 
promover la veracidad de la clasificación de información es un órgano colegiado. 

INDICADOR 14. Facultades del Órgano Interno de Revisión
El órgano interno de revisión es una figura jurídica que ha demostrado ser efectiva para la autorregulación y 
control interno de los entes públicos en materia de transparencia y acceso a la información. Consideramos 
que la existencia de este órgano favorece la protección del derecho de acceso a la información y que en este 
sentido, debe contar con las siguientes facultades necesarias para cumplir con el objetivo de la  autorregulación: 
1) facultades de revisión de la clasificación de información; 2) de expedir la política y normatividad del sujeto 
obligado en materia de transparencia y acceso a la información; 3) de promover la cultura de la transparencia; 
4) de conocer en todo momento a información reservada y confidencial del sujeto obligado; y 5) de confirmar, 
modificar o revocar la clasificación de la información hecha por las unidades administrativas.  Las facultades 
que se describen son enunciativas y no limitativas.

Elementos progresivos del indicador:
Este instrumento evalúa como un elemento progresivo la facultad de este órgano de revisión de instruir a los 
sujetos obligados a generar información de su competencia, considerado como una de las mejores prácticas 
en lo que refiere a este tema. 

Las legislaciones de acceso a la información deben establecer disposiciones normativas para obligar a los 
entes públicos a informar a las personas acerca de su derecho fundamental de acceso a la información y a 

promover una cultura de la transparencia en el interior del gobierno.25 Consideramos que la promoción del 
derecho de acceso a la información, a través de las legislaciones en la materia, se compone de las siguientes 
previsiones: 
Las funciones de promoción de la ley que se consideran en este instrumento son las siguientes: 
1) Acciones de sensibilización 
2) Manejo de archivos
3) Acciones de capacitación
4) Rendición de cuentas de los sujetos obligados al órgano garante. 

INDICADOR15. Acciones de sensibilización sobre la importancia del derecho de acceso a la información
Es de vital importancia que las leyes de transparencia y acceso a la información dispongan la obligación de 
los sujetos obligados y los órganos garantes de realizar acciones de sensibilización sobre la importancia del 
derecho de acceso a la información. 

Los componentes del indicador que se miden a través del Índice son: 1) medidas para promover la utilidad 
del derecho de acceso a la información; y 2) difusión del derecho de acceso a la información a la población 
en general. 

Elementos progresivos del indicador
Consideramos para una adecuada protección del derecho de acceso a la información a través de la promoción 
del mismo. En este sentido, evaluamos que los órganos garantes tengan la obligación de promover en las 
instituciones educativas la inclusión de la importancia del derecho de acceso a la información en sus programas 
educativos. Este componente del indicador se considera como progresivo, en tanto el único referente nacional 
es el Capítulo III de la Ley de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal. 

Las disposiciones normativas que prevean acciones de promoción del derecho de acceso a la información 
dirigidas a grupos en situación de vulnerabilidad se consideran como un valor progresivo. El derecho de 
acceso a la información es una herramienta que permite a los grupos en desventaja estar más involucrados 
en el desarrollo de políticas e iniciativas que los afecten. La falta de información inhibe la participación de esos 
grupos en su propio desarrollo al limitar sus derechos y libertadas y reafirmando su posición de vulnerabilidad. 

INDICADOR 16. Acciones de Capacitación En cumplimiento de la obligación internacional de promoción del 
derecho de acceso a la información, tanto los órganos garantes como los sujetos obligados deberían tener 
la  facultad y obligación de proveer a los y las servidores/as públicos entrenamiento que incluya el manejo 
eficiente de archivos públicos y la generación y sistematización de la información pública. 

INDICADOR 17. Manejo de archivos
Para cumplir plenamente con el derecho de acceso a la información, el Estado debe garantizar que exista un 
manejo de archivos adecuado que posibilite y garantice que el régimen de acceso a la información facilite la 
apertura máxima de información. Garantizar que los actos de gobiernos estén documentados, es por sí mismo 
un acto de promoción del derecho de acceso a la información. En este sentido, la correcta sistematización 
de la información en archivos por sí misma es fundamental para el efectivo cumplimiento de la legislación en 
materia de transparencia y acceso a la información y para el ejercicio del derecho de acceso a la información. 
Por lo anterior es necesario que las leyes de acceso a la información cuenten  con previsiones para el 
establecimiento y actualización de archivos. 

25 “Los Estados tienen la responsabilidad primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos  todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, entre otras cosas, 
adoptando las medidas  necesarias para crear las condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas requeridas para que toda persona 
sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades.” Artículo 2 de la Declaración sobre el derecho y el deber de 
los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. Resolución aprobada por la 
Asamblea General 53/144.
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INDICADOR 18. Rendición de cuentas de los sujetos obligados a los órganos garantes y de los órganos 
garantes al poder legislativo
Consideramos que mecanismos de rendición de cuentas tales como informes de los sujetos obligados al 
órgano garante, y del órgano garante al poder legislativo tienen el efecto de funcionar como incentivos para el 
cumplimiento de la ley, por esta razón, estos elementos son contemplados en esta indicador. Consideramos 
que contribuye a la protección y promoción del derecho que los órganos garanten celebren sesiones públicas 
y publiquen de manera permanente las resoluciones a sus recursos de revisión. Asimismo, se considera como 
progresivo las previsiones normativas que incorporen la obligación de los y las comisionadas de comparecer 
ante el poder legislativo pues se reconoce como una buena práctica que es parte de un ejercicio de rendición 
de cuentas y que promovería el sistema de pesos y contrapesos en materia de transparencia y acceso a la 
información.

INDICADOR 19. Naturaleza Jurídica
En relación con la naturaleza jurídica de los órganos garantes y de forma acorde con el mandato constitucional 
se verifica que sean órganos especializados en la materia (sus funciones deben ser exclusivas sobre 
transparencia y acceso a la información), con autonomía técnica, operativa y presupuestaria (de gestión) y 
con capacidad para emitir resoluciones de carácter obligatorio.26 

INDICADOR 20. Facultades del Órgano de Transparencia
Para que las comisiones o institutos de transparencia puedan garantizar una efectiva protección del derecho 
de acceso a la información deben contar con un mandato legal amplio que los faculte para: 1) conocer  en 
primaria instancia las controversias en materia de  acceso a la información; 2) emitir resoluciones definitivas y 
obligatorias para los sujetos obligados. Las resoluciones que emita el órgano garante sobre las controversias 
entre los y las solicitantes y el Estado deben poder ser combatidas en sede judicial, sólo cuando sean 
impugnadas por particulares; 3) verificar el cumplimiento de la publicación de las obligaciones de transparencia 
por parte de los órganos del Estado; 4) conocer por denuncia los hechos que sean o pudieran ser violaciones 
a la ley de transparencia; 5) evaluar la actuación de los sujetos obligados en materia de transparencia y 
acceso a la información; 6) tener acceso en cualquier momento a la información clasificada como reservada o 
confidencial por los sujetos obligados para determinar su debida clasificación, desclasificación o procedencia 
de su acceso; 7) emitir las políticas, resoluciones, instrucciones y recomendaciones que correspondan para 
que los sujetos obligados cumplan con las disposiciones de la ley; expedir lineamientos generales; y 8) dar 
seguimiento a las resoluciones del órgano garante favorables a los particulares, con el fin de garantizar que 
las personas reciban efectivamente la información que fue materia de recurso de revisión.La experiencia 
de ARTICLE 19 y FUNDAR ha demostrado que para que el particular obtenga efectivamente acceso a la 
información que solicita, una vez que acude al procedimiento de revisión, es necesario que el órgano garante 
dé seguimiento al cumplimiento de sus resoluciones. Por tanto, la inclusión de esta etapa del proceso en las 
previsiones normativas que regulan el recurso de revisión se considera como un elemento progresivo de las 
leyes de transparencia y acceso a la información.

INDICADOR 21. Órganos de conducción de los Órganos Garantes de Transparencia
Método de integración
El procedimiento de nombramiento de las personas que integren la instancia colegiada de conducción debe 
abonar a la legitimidad democrática y no ser una simple atribución más del poder ejecutivo, por lo que de 
preferencia debe ser designada por el Congreso. Para ello es determinante la participación de diversos 
sectores de la sociedad, incluida la posibilidad de presentar propuestas y candidaturas, así como el desarrollo 

26  La autonomía técnica significa la posibilidad de diseñar reglas propias de gestión administrativa, financiera y funcional. La autonomía operativa implica la capacidad de organizarse 
internamente y la facultad de tomar decisiones relativas a la gestión de la institución. La autonomía presupuestaria se refiere a que el órgano garante de la transparencia debe contar con 
la posibilidad de administrar libremente su presupuesto, determinar sus prioridades y asignar recursos para atenderlas. Otra dimensión de la autonomía presupuestaria es aquella que 
se refiere a la asignación de una partida presupuestaria suficiente que asegure que ninguna decisión o resolución que pudiera afectar a alguno de los otros poderes pondrá en riesgo su 
existencia. Aspectos fundamentales para una reforma integral del derecho de acceso a la información, http://www.derechoasaber.org.mx/documentos/RI.pdf

de audiencias públicas. Deben preverse criterios objetivos que deberán ser cubiertos por los y las candidatos/
as, tales como experiencia en la materia e independencia de partidos políticos e instancias públicas o de 
gobierno.

El método de integración27 se compone de los siguientes elementos: 1) Comisionados y/o comisionadas 
nombradas por el voto del Congreso. 2) Se incorpora un parámetro que evalúa que la designación de los 
y las comisionados/as sean nombrados por mayoría calificada, pues esto tiene el potencial de garantizar 
mayor apoyo político;  3) mediante convocatoria abierta; 4) los órganos de conducción están integrados 
por un número impar de personas con el fin de favorecer la toma de decisiones; 5) la designación de su 
Presidente/a se realiza a través del órgano que los/las designa con el fin de evitar divisiones al interior del 
órgano de conducción; 6) la convocatoria establece etapas y plazos del proceso de selección; 7) se prevé la 
existencia de un instrumento técnico para evaluar y calificar a los y/o las aspirantes al cargo. Con excepción 
de las disposiciones normativas que regulan que el órgano colegiado esté integrado por un número impar de 
personas, la designación de los y las comisionadas por voto del Congreso y la definición de requisitos para 
ocupar el cargo de Comisionado o Comisionada;  los elementos de este indicador son considerados como 
progresivos, pues no existen referentes nacionales suficientes para considerar que han sido incorporados 
como parte del desarrollo legislativo nacional en materia de transparencia y acceso a la información. 

Todas las anteriores son condiciones necesarias para garantizar la autonomía y la independencia de estos 
órganos; así como la discusión democrática en la designación,

Conflictos de interés
Con el fin de garantizar un desempeño de los y las titulares de los órganos de dirección de los órganos 
garantes de la transparencia y acceso a la información que favorezca en todos los casos el derecho de acceso 
a la información,  es necesario que la ley prevea mecanismos para que los comisionados y comisionadas 
puedan excusarse por algún elemento que pueda afectar su juicio u opinión, para conocer de casos en 
concreto. Este también es un elemento progresivo del indicador, en tanto, consideramos que la posibilidad 
de que las partes puedan recusar con causa a un o una Comisionada tiene el potencial de promover la toma 
de decisiones independientes por parte de los Comisionados o Comisionadas que conozcan estos casos 
aislando la posibilidad de la ocurrencia de conflictos de interés. 

Remoción de los/las comisionados/as
La remoción de los comisionados y comisionadas sólo puede ser promovida por el Congreso cuando medie 
causa grave y la ley debe especificar cuáles son las causas graves, esto con el fin de evitar la aplicación de 
criterios arbitrarios en la destitución de estos representantes cuando por su labor lleguen a afectar intereses 
específicos. En este sentido, este elemento del indicador es considerado como progresivo.

INDICADOR 22. Modalidades para presentar solicitudes de acceso a la información
El Estado tiene la obligación de realizar las acciones necesarias para que la información esté efectivamente al 
alcance de la sociedad. Esto implica establecer diversos mecanismos y medios para que la población pueda 
realizar solicitudes y, a su vez, esté en condiciones de recibir las respuestas correspondientes, disminuyendo 
el impacto de las ubicaciones geográficas o de las limitaciones físicas, lingüísticas u otras, de las personas. 

También implica se privilegie el medio de entrega elegido por el solicitante y la implementación de diversos 
mecanismos de acceso a la información que funcionen de forma complementaria y no excluyente (vías electrónicas, 
módulos móviles, oficinas de tramitación de solicitudes, recepción en formatos libres, promotores, etcétera).

27 ARTICLE 19 y FUNDAR, Centro de Análisis e Investigación, Construyendo Legitimidad y Confianza, Transparencia, Rendición de Cuentas y Participación Ciudadana en los nombra-
mientos de órganos autónomos y de autonomía limitada, http://www.fundar.org.mx/secciones/publicaciones/pdf/construyendo_leg.pdf
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De esta forma, por medio de este indicador se evalúa si existe suficiente diversidad de medios para presentar 
solicitudes de información que incentiven el ejercicio del derecho, asimismo se revisa el cumplimiento de la 
previsión constitucional de introducir sistemas electrónicos. 

Las modalidades para presentar solicitudes de información que componen este indicador son las siguientes: 
1) personalmente en la ventanilla de las dependencias; 2) por correo postal; 3) por teléfono; 4) a través de 
un representante; 5) a través de un representante legal; 6) por correo electrónico; 7) a través de sistemas 
electrónicos; y 8) fax.

INDICADOR 23. Requisitos para solicitar información
Este indicador es una medida complementaria sobre la conceptualización del derecho de acceso a la 
información. Mide el respeto del principio de interés simple que se refiere a que cualquiera puede solicitar 
información sin necesidad de justificar las razones por las cuales la requiera. Implica que el derecho es 
universal y que no deben existir limitantes directas o indirectas  tales como las referidas a posición social, 
residencia, estado civil, interés jurídico, estatus civil, edad o personalidad jurídica. 

En este sentido, se evalúa si se requiere acreditar interés, o justificar la utilización de la información. En 
caso de que así sea, la evaluación será negativa pues no debe limitarse jurídicamente, en términos de la 
personalidad o el interés,  el ejercicio de un derecho fundamental. Esta práctica evita que se inhiba el ejercicio 
del derecho de acceso a la información. 

De igual forma, el indicador evalúa de forma positiva que baste con la descripción clara de la solicitud de 
información y no se requiera que el particular conozca la localización de la información solicitada ni alguna 
otra especificación, por el contrario   sanciona si la ley remite a otras leyes para la definición de procedimientos 
de acceso a la información. 

Así, los componentes de este indicador son los siguientes: 1) Las leyes de transparencia no deben requerir 
acreditar interés alguno, 2)  ni requerir comprobar la identidad a través de la presentación de una identificación, 
huella digital o firma autógrafa; 3) Las leyes de acceso a la información no deben requerir justificar la utilización 
de la información. Los requisitos que se consideran aceptables son los datos de identificación del sujeto 
obligado a quien se dirige la solicitud de información; la descripción clara de la información que solicita (no se 
considera válido que se requiera conocer el documento donde se localiza la información solicitada); el lugar 
o medio para recibir la información o notificaciones; y la modalidad en la que el o la solicitante prefiere que se 
le otorgue la información.  

INDICADOR 24. Regulación de las respuestas de las autoridades públicas a las solicitudes de acceso 
a la información
Entendemos que la regulación de las respuestas de las autoridades públicas es un indicador compuesto por 
los siguientes criterios: 1) el procedimiento de acceso a la información está completo y no remite a otra ley; 
2) los plazos para responder a las solicitudes de información no podrán exceder de 20 días hábiles, con el fin 
de promover la entrega oportuna de información; 3) se establece la obligación de los funcionarios públicos 
de auxiliar y orientar a los particulares; 4) se establece la obligación de los sujetos obligados de transferir las 
solicitudes de información a las autoridades competentes, cuando sean presentadas ante una instancia distinta 
a la que detenta la información, como una medida que funciona en beneficio de las personas y disminuye 
las asimetrías de información sobre la complejidad de la función pública. Este criterio es considerado como 
progresivo. Las mejores prácticas internacionales consideran como plazo para responder a las solicitudes de 
información, un plazo de 10 días hábiles. Por esta razón se incorpora este criterio como progresivo. 

INDICADOR 25. Cuotas por la  reproducción de la información que se solicita
Este indicador evalúa que las leyes de acceso a la información reconozcan y garanticen el principio de 
gratuidad de la información. Cuenta además con criterios progresivos tales como gratuidad en los costos de 
reproducción para personas que no puedan costearlos o cuando se trate de información de interés público y 
evalúa de forma positiva que los cuotas se hagan explícitas en la ley, o que exista una autoridad central que 
las determine, con el fin de evitar la aplicación de criterios arbitrarios para el establecimiento de cuotas con el 
fin de inhibir el ejercicio del derecho de acceso a la información. 

INDICADOR 26. Requisitos para interponer el recurso de revisión
Se consideran válidos los siguientes requisitos para interponer recursos de revisión: 1) Los recursos de 
revisión pueden interponerse por escrito, por medios electrónicos o mediante formato libre; 2) deben contar 
con el nombre y domicilio para recibir notificaciones y 3) las causales para interponer recursos de revisión 
deben ser suficientes e incluir cualquier inconformidad por parte del recurrente.

INDICADOR 27. Plazos para el recurso de revisión
Un elemento central en el acceso a los recursos efectivos de justicia es el principio de contar con plazos 
razonables. En aquellos casos en los que el acceso a la información requiere de la revisión del órgano 
garante, este principio es elemental. Por ello se evalúa la razonabilidad de los plazos para interponer un 
recurso de revisión, considerando como mínimo deseable que no sean inferiores a 15 días hábiles; y que el 
órgano garante resuelva la controversia en menos de 60 días hábiles. Se trazan líneas temporales para la 
entrega de la información cuando así sea ordenado por el órgano garante, la referencia son  10 días hábiles a 
partir de la notificación de la resolución y en un máximo de 40 días cuando se le ordene generar información. 
Este último elemento es considerado como progresivo en tanto se encuentra relacionado con la facultad 
de órgano garante de ordenar  a los sujetos obligados de la ley,  la generación de información cuando se 
relacione con las facultades y funciones sustantivas de las instituciones públicas.

INDICADOR 28. Garantías jurídicas del recurso de revisión
Se entienden por garantías del recurso de revisión las siguientes: 1) Las leyes de transparencia establecen 
las previsiones que regulan el proceso para la resolución de los recursos de revisión; 2) establecen plazos 
fijos para la notificación de prevenciones de la autoridad a los recurrentes con el fin de clarificar algún punto 
del recurso de revisión. El establecimiento de estos plazos evita que sea posible que el órgano garante 
arbitrariamente declare como improcedente un recurso de revisión por no haber atendido el particular las 
prevenciones al mismo. 3) Las leyes de acceso a la información establecen procedimientos de impugnación 
completos y no remiten a otra ley. 4) Las leyes en la materia prevén que los recursos de revisión sean 
interpuestos directamente ante el órgano garante de acceso a la información, promoviendo el acceso a un 
recurso expedito para la resolución de controversias; y  5) las leyes de transparencia establecen explícitamente 
la suplencia de la queja a favor del recurrente.

Esta variable se basa en la difusión proactiva de información pública y verifica que existan disposiciones 
en las leyes de acceso a la información que establezcan esta obligación para los órganos de Estado. La 
evaluación de este elemento de las leyes de transparencia encuentra su justificación en que es precisamente 
esta información la condición necesaria para tender un puente entre el Estado y la sociedad que permita a 
las instituciones públicas atender las necesidades sociales de manera más efectiva. La información de las 
obligaciones de transparencia sirve también para acercar y poner a disposición de la sociedad información 
específica sobre la actuación de los entes públicos. 

La difusión proactiva de información forma parte de las obligaciones positivas que genera el derecho de 
acceso a la información. Convierte a las autoridades públicas en sujetos activos bajo el imperativo de generar 
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información y posteriormente difundirla de forma permanente y sin que medie solicitud. La difusión de esta 
información también se rige bajo los principios de veracidad, certeza y publicidad.

Las medidas para la difusión proactiva deben ser múltiples, de distinta magnitud y complementarias entre sí. 
Son particularmente importantes los medios que se elijan para la difusión de la información de oficio, así como 
la elección de formatos y los aspectos sustantivos respecto de los cuales se quiera informar. 

De aquí que la condición indispensable (y quizá el umbral frente al que se puede medir la transparencia) es el 
conjunto de condiciones de uso y utilidad de la información: su comprensibilidad; oportunidad; exhaustividad e 
idoneidad para ilustrar a la sociedad lo que se hace, cómo se hace, con qué recursos (humanos y financieros) 
se hace y con qué resultados.

La variable obligaciones de transparencia está compuesta por los siguientes indicadores, que se retoman de 
la Ley Federal, las legislaciones locales y los estándares en la materia. 

INDICADOR 29. 
Lista de Información que debe ser publicada sin que medie una solicitud de información
Información sobre la Organización interna de la dependencia, entidad, ente público, organismo 
autónomo y apartado regulatorio
La información que permite conocer la organización interna de los entes públicos es aquélla relacionada 
con la estructura orgánica; las facultades por unidad administrativa; el directorio de servidores públicos;  y el 
catálogo documental de sus archivos.

La información que debe contener el apartado regulatorio en una ley de transparencia es la referente al marco 
jurídico que norma la gestión de las instituciones públicas. Esta información es necesaria para permitir la  
posibilidad de un acercamiento entre las necesidades sociales y las obligaciones de las instituciones públicas. 
Por otra parte, consideramos que otro elemento fundamental del apartado regulatorio es precisamente aquella 
información relacionada con las funciones de regulación de las autoridades públicas, a decir: los permisos, 
autorizaciones, concesiones y licencias que otorguen las autoridades públicas. Que existan disposiciones 
normativas en las leyes de transparencia y acceso a la información que prevean la publicación de la información 
anteriormente descrita es lo que mide este indicador.

Información sobre la toma de decisiones y relación con la sociedad
La información que permite conocer la forma en que las autoridades públicas toman decisiones y en qué 
forma se relacionan con la sociedad es la siguiente: 1) las metas y objetivos de las unidades administrativas 
de las autoridades públicas de conformidad con sus programas operativos anuales; 2) los indicadores de 
gestión utilizados para evaluar el cumplimiento de las metas y objetivos; 3) el marco lógico de referencia 
de los indicadores de gestión; 4) los indicadores de desempeño; 5) los informes que por disposición legal 
generan los sujetos obligados; 6) los servicios que ofrecen las autoridades; así como los trámites, requisitos y 
formatos de los mismos 7) los programas que administran; 8) los mecanismos de participación ciudadana; 9) 
y el domicilio de la unidad de enlace.

Los primeros 4 parámetros se relacionan con la transparencia en la toma de decisiones de las autoridades 
públicas. Conocer el planteamiento y la definición de las metas y objetivos por unidad administrativa permite 
identificar las prioridades de política pública en las instituciones públicas y la coherencia existente entre las 
mismas. Sin embargo, los indicadores de gestión no son suficientes para allegar a la sociedad elementos 
objetivos de evaluación del desempeño de las instituciones públicas en función del cambio que generan en 
beneficio de la sociedad, a través de sus políticas públicas. 

Por su parte, los indicadores de desempeño sí arrojan una evaluación efectiva de las políticas implementadas 
para atender necesidades sociales y cumplir con las obligaciones de las instituciones públicas. Son medidas 
específicas, explícitas y objetivamente verificables que buscan dar cuenta de los cambios producidos por 
las políticas públicas, en otras palabras, permiten especificar la forma en que se verificará el grado de 
cumplimiento de objetivos y resultados.

Por esta razón se considera como un elemento progresivo que la ley prevea la obligación de generar y 
difundir indicadores de desempeño o impacto.  También se considera como un elemento progresivo que las 
legislaciones prevean la obligación de difundir información sobre las actividades específicas más relevantes. 
En tanto esta información sirve al mismo fin de eliminar la brecha entre el Estado y la sociedad.
Los siguientes 5 componentes se refieren a información que permite la interacción entre el Estado y la 
sociedad. De esta forma, se evalúa que las leyes de transparencia dispongan la obligación de publicar los 
informes que generen los sujetos obligados, con el fin de garantizar la posibilidad de un efectivo escrutinio 
público. Se considera la accesibilidad de los servicios y programas sociales del Estado y de las instituciones 
públicas para la población a partir de la publicación de información relevante. La información que sirve para 
establecer la relación entre las autoridades y la sociedad incluye los servicios que ofrece el sujeto obligado; 
los programas que administra; los trámites; requisitos y formatos; los mecanismos de participación ciudadana;  
y el domicilio de la unidad enlace. 

Información financiera
La información que sirve para evaluar el estado financiero de las instituciones públicas surge a partir de 
los siguientes componentes: la asignación y ejercicio del presupuesto de los órganos de gobierno; las 
remuneraciones; los resultados de las auditorías y otras revisiones; las contrataciones; y el diseño, ejecución, y 
montos asignados para los programas de subsidio. El acceso a la información financiera permite la posibilidad 
de identificar claramente las prioridades en materia de políticas públicas de las autoridades públicas y el 
gobierno y es una herramienta sine qua non para el escrutinio púbico que promueva una adecuada asignación 
de recursos. 

Información de utilidad
Se entiende que la información de utilidad está compuesta por los elementos que se describen a continuación:1) 
la obligación de publicar cualquier otra información que resulte relevante para el conocimiento y evaluación 
de las funciones y políticas públicas responsabilidad del sujeto obligado, 2) la información que de forma más 
frecuente es requerida mediante procedimientos de acceso a la información, pues se considera que estas 
preguntas son un indicador efectivo del interés general de la población en ciertas materias encomendadas 
a las autoridades públicas. Estos componentes son progresivos en tanto pueden ubicarse en las mejores 
prácticas pero no derivan directamente del mandato constitucional. Como información de utilidad también se 
considera el acceso público a las solicitudes de información y sus respuestas, por tal motivo se verifica que 
las leyes establezcan las disposiciones necesarias para dar acceso a esta información. 

INDICADOR 30. Modalidades de difusión
Se entiende por modalidades de difusión las formas en que se pone a disposición del público la información 
que compone las obligaciones de transparencia. Las modalidades de difusión son relevantes en tanto son 
una condición para garantizar la accesibilidad de la información sobre las obligaciones de transparencia. Al 
garantizarse el acceso a la información de las obligaciones de transparencia se promueve también la inclusión 
de los grupos sociales. En este sentido, se evalúa que la información esté disponible no sólo en medios 
electrónicos, sino a través de otro tipo de medios que garanticen la difusión generalizada de la información 
relacionada con las obligaciones de transparencia. 
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INDICADOR 31. Reglas para la publicación de obligaciones de transparencia
Existen ciertas disposiciones en las leyes de transparencia que regulan de manera general la publicación 
de las obligaciones de transparencia. Como parte de estas disposiciones generales consideramos los 
siguientes componentes: 1) obligación de indicar el sitio donde se encuentre la información correspondiente 
a las Obligaciones de Transparencia; 2) obligación de utilizar un lenguaje claro, accesible y que facilite el 
uso y comprensión de la información que se publica; 3) obligación de actualizar la información publicada; 
4) obligación de difundir la fecha de actualización para cada rubro;  5)  obligación de indicar el área y el 
funcionario público responsable de generar la información con el fin de garantizar que la información que se 
publique sea oportuna y veraz; 6)  los procedimientos de queja por incumplimiento en la publicación de las 
obligaciones de transparencia. La importancia de este punto radica en que precisamente una disposición 
legislativa que establezca estos procedimientos promueve el fortalecimiento de las funciones de supervisión 
de los órganos de transparencia. 

Como componentes progresivos de las reglas de transparencia se considera: 7) la obligación de publicar 
rubros específicos de obligaciones de transparencia en función de la distinta naturaleza y funciones de 
los sujetos obligados y 8) la obligación de los sujetos obligados de fundar y motivar qué obligaciones de 
transparencia no le son aplicables, con el fin de garantizar el efectivo cumplimiento de las disposiciones 
normativas de transparencia.

9) Finalmente, se considera también como un elemento progresivo que la legislación incluya previsiones para 
un esquema de publicación que aumente paulatinamente la calidad y cantidad que se publica de manera 
proactiva. De acuerdo con la experiencia de ARTICLE 19, esto permite dos cosas. Primero, que la publicación 
proactiva se ajuste de manera flexible a la información particular que posee cada organismo público. Segundo, 
que el alcance de la difusión proactiva de información se incremente en el tiempo, al mismo tiempo que las 
capacidades de difusión del organismo público. En este instrumento, se considera progresivo el que la ley 
prevea mecanismos para incrementar los requerimientos de difusión proactiva. 


